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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a veintiocho de abril de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 12985/INFOEM/IP/RR/2025 interpuesto por XXXXXXXXXXX, en lo sucesivo se le denominará el Recurrente, en contra de la respuesta del Poder Judicial, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.


A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O

PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha seis de octubre de dos mil veinticinco, el Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante el Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00968/PJUDICI/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:

“6. Saludos, de manera respetuosa se solicita me informe cual fue el Tribunal o Autoridad Jurisdiccional que, tras la extinción del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan, Estado de México, es el que se encargó de conocer de los asuntos que se llevaban en dicho juzgado, así como también, el registro y libros de los asuntos de cuantía menor, tras su citada extinción.” [Sic]

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
En el expediente electrónico formado en el sistema SAIMEX, se aprecia El Sujeto Obligado emitió su respuesta a la solicitud de información, en fecha veintisiete de octubre de dos mil veinticinco, en los términos siguientes:

 “Folio de la solicitud: 00968/PJUDICI/IP/2025

Se anexa documento.

ATENTAMENTE
L. EN D. PEDRO J. ISAAC GONZÁLEZ” (Sic)

[bookmark: _Hlk99652498]Para tal efecto, el Sujeto Obligado adjuntó los archivos electrónicos denominados “circular.pdf” y “RESPUESTA 968-2025.pdf”; mismos que no se insertan en el presente apartado por ser del conocimiento de las partes; sin embargo, habrá de hacerse el análisis y estudio correspondiente en párrafos posteriores.

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta del Sujeto Obligado, el Recurrente interpuso el recurso de revisión, en fecha diez de noviembre de dos mil veinticinco, quedando registrado en el sistema electrónico con el expediente número 12985/INFOEM/IP/RR/2025, en el cual arguye, las siguientes manifestaciones:


a) Acto Impugnado:
“RESPUESTA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DE 2025” [sic]

b) Razones o Motivos de Inconformidad: 
“LA RESPUESTA BRINDADA CONCULCA EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA REQUERIDA TODA VEZ QUE, EL SUJETO OBLIGADO, PASA POR ALTO DE MANERA PARTICULAR QUE EL RECURRENTE SOLICITE VERSIÓN PÚBLICA DE DIVERSA DOCUMENTACIÓN, LA CUAL, POR ESA SOLA CARACTERÍSTICA, NO AFECTA LOS INTERESES PERSONALES NI MUCHO PÚBLICOS DE NADIE EN PARTICULAR, DE AHÍ QUE SE REAFIRME QUE, NO EXISTE MOTIVO NI CAUSA LEGAL ALGUNA PARA NEGARME SU ENTREGA Y POR DICHO ACTUAR CONTRARIO A DERECHO, SE CONCULCAN LOS PRINCIPIOS DE MÁXIMA PUBLICIDAD, INFORMACIÓN COMPLETA, OPORTUNA Y ACCESIBLE, VERACIDAD Y CONFIABILIDAD, LEGALIDAD, OBJETIVIDAD E IMPARCIALIDAD, PROFESIONALISMO, EFICACIA Y LA IMPLEMENTACIÓN DE PROCEDIMIENTOS SENCILLOS Y CELERIDAD, LO CUAL SE SOLICITA SE PONDERE A EFECTO DE QUE ESE ÓRGANO RESOLUTOR OBLIGUE A LA AUTORIDAD REQUERIDA A QUE ME ENTREGUE LA INFORMACIÓN REQUERIDA, PARA TODOS LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR.” [sic]

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico, en términos del arábigo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha trece de noviembre de dos mil veinticinco, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Así, una vez abierta la etapa de instrucción, en el sumario se observa que El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veinticinco, mediante los archivos electrónicos denominados “Informe Justificado RR12985 25.pdf” y “circular.pdf”, mismos que se pusieron a la vista del Recurrente el día quince de abril del año en curso para que en el término de tres días realizara sus manifestaciones respecto de dicho informe, se hace constar que EL Recurrente fue omiso en presentar sus manifestaciones respecto al informe justificado remitido por el Sujeto Obligado. Finalmente se advierte de las constancias que integran el presente expediente, que no existe prueba alguna que deba desahogarse.

SEXTO. Del cierre de instrucción.	
Una vez transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción en fecha veintidós de abril de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185 Fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SÉPTIMO. De la ampliación del término para resolver.
En fecha quince de abril de dos mil veintiséis, se amplió el término para resolver el recurso de revisión en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por un plazo de quince días hábiles.
C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. Cuestiones de previo y especial pronunciamiento.
El recurso de revisión en estudio contiene los elementos normativos de validez exigidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establecidos en el artículo 180 que enuncia:

Artículo 180. El recurso de revisión contendrá:

I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud;
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
V. El acto que se recurre;
VI. Las razones o motivos de inconformidad;
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y
VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso.

Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto.

En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto.

En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.

Cabe señalar que el hoy Recurrente en ejercicio de su derecho de acceso a la información pública, se identificó como “XXXXXXXXXXXXX”; por lo que no tiene certeza sobre su identidad; no obstante, proporcionar el nombre incompleto, seudónimo o realizar la solicitud de manera anónima, no es motivo para desechar las solicitudes de acceso a la información pública conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que señala lo siguiente:

Artículo 155. […]

Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante.

Robusteciendo lo anterior se encuentra lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A, fracciones III y IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5 párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se establece lo siguiente:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
Artículo 6.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.
[…]
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: 

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
[…]
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos. 
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información pública y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante las instancias competentes en los términos que fija esta Constitución y las leyes.

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantías para su protección, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece.
[…]
Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
[…]
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
[…]
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
[…]
VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. 
[…]

Por otra parte, del contenido del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se destaca lo siguiente:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Por lo cual, de una interpretación sistemática, conforme y progresiva del derecho humano de acceso a la información pública se aprecia que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, deberá tener acceso a la información pública, es decir, dicho derecho fundamental exime a quien lo ejerce, de acreditar su legitimación en la causa o su interés en el asunto, lo que permite la posibilidad de que, incluso, la solicitud de acceso a la información pueda ser anónima o no contener un nombre que identifique al solicitante o que permita tener certeza sobre su identidad.

En conclusión, se cubrieron los requisitos de procedencia y procedibilidad y conforme a las constancias que obran en el expediente.

CUARTO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

De lo anterior, el estudio de las causas de improcedencia que se hagan valer por las partes o que se advierta de oficio por este Resolutor debe ser objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, ya que el estudio de los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso genera eficacia jurídica de las resoluciones, más aún que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión, se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio por este Resolutor, se procede al análisis del asunto en los siguientes términos.

QUINTO. Estudio y resolución del asunto.
Ahora bien, se procede al análisis del presente recurso, así como al contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el artículo 8 de la Ley de Transparencia local.

Señalado lo anterior es necesario hacer alusión a la solicitud de información ya que de ella deriva por un lado al procedimiento de acceso a la información ante el Sujeto Obligado, y por otro lado la materia sobre la que versara el recurso de revisión ante este Órgano Garante; se resalta la innegable necesidad de interpretar el texto de las solicitudes, porque no se podría entender el derecho de acceso a la información sin la existencia de solicitudes de información a la luz de su interpretación ya que ésta es la fuente de la materia objeto de la transparencia específica en cada recurso de revisión; es decir, no podemos establecer una materia o un tema como objeto de derecho de acceso a la información, si de las solicitudes no se entiende o no se precisan temas o materias objetivas; por ello es de notoria importancia el trabajo de interpretación que se le dé a las solicitudes de información, ya que el sujeto obligado puede considerar una circunstancia en particular diversa a la que la particular objetivamente requiere.

Ya que el planteamiento del problema es de toral importancia, a efecto de determinar la intención o voluntad del Recurrente a la luz de la interpretación de las solicitudes de información, y que puede generar de forma objetiva y material el sujeto obligado que se relacione con esa intención, respecto del presente asunto se realiza a continuación.

[bookmark: _Hlk111664219]Así, una vez analizado el texto de la solicitud de información plasmada por el Recurrente a efecto de poder determinar la materia de la solicitud de información que nos ocupa, podemos determinar que el particular requiere el o los documentos en donde conste lo siguiente:
1. [bookmark: _Hlk227154067][bookmark: _Hlk96702671][bookmark: _Hlk99657083]Tribunal o Autoridad Jurisdiccional que, tras la extinción del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan, Estado de México, se encargó de conocer de los asuntos que se llevaban.
2. Registro y libros de los asuntos de cuantía menor del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan vigente a la fecha de su extinción.

De conformidad con las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el Sujeto Obligado dio respuesta por medio del sistema SAIMEX, adjuntando los documentos electrónicos de los que se desprende el contenido siguiente:

· “RESPUESTA 968-2025.pdf”: Escrito emitido por el Titular de la Unidad de Transparencia, a través del cual comunica al solicitante de información que, conforme a la respuesta proporcionada por el Lic. Ricardo Daniel Ramírez Mercado, Secretario Técnico del Órgano de Administración Judicial, se informa que tras la extinción del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan, Estado de México, todos los asuntos radicados en ese Juzgado, recayeron en el Juzgado Noveno Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tlalnepantla con residencia en Huixquilucan, México, por lo que se remite la Circular No.12/2014 con diversos Acuerdos del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder judicial del Estado de México. Señalando que el asunto referido se encuentra en las páginas 6 y 7 de la citada Circular.

· [bookmark: _Hlk216870792]“circular.pdf”: Circular No.12/2014 emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder judicial del Estado de México, referida en el documento descrito en el párrafo anterior. 

Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente consideró que su derecho a la información pública había sido conculcado, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como razones o motivos de inconformidad, lo siguiente: 

“LA RESPUESTA BRINDADA CONCULCA EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA REQUERIDA TODA VEZ QUE, EL SUJETO OBLIGADO, PASA POR ALTO DE MANERA PARTICULAR QUE EL RECURRENTE SOLICITE VERSIÓN PÚBLICA DE DIVERSA DOCUMENTACIÓN, LA CUAL, POR ESA SOLA CARACTERÍSTICA, NO AFECTA LOS INTERESES PERSONALES NI MUCHO PÚBLICOS DE NADIE EN PARTICULAR, DE AHÍ QUE SE REAFIRME QUE, NO EXISTE MOTIVO NI CAUSA LEGAL ALGUNA PARA NEGARME SU ENTREGA Y POR DICHO ACTUAR CONTRARIO A DERECHO, SE CONCULCAN LOS PRINCIPIOS DE MÁXIMA PUBLICIDAD, INFORMACIÓN COMPLETA, OPORTUNA Y ACCESIBLE, VERACIDAD Y CONFIABILIDAD, LEGALIDAD, OBJETIVIDAD E IMPARCIALIDAD, PROFESIONALISMO, EFICACIA Y LA IMPLEMENTACIÓN DE PROCEDIMIENTOS SENCILLOS Y CELERIDAD, LO CUAL SE SOLICITA SE PONDERE A EFECTO DE QUE ESE ÓRGANO RESOLUTOR OBLIGUE A LA AUTORIDAD REQUERIDA A QUE ME ENTREGUE LA INFORMACIÓN REQUERIDA, PARA TODOS LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR.” [sic]

Ahora bien, del acto impugnado y razones o motivos de inconformidad argüidos por el Recurrente, se advierte que se adolece de forma toral de la entrega de información incompleta, actualizando con ello la procedencia del presente recurso de revisión de conformidad con lo establecido en la fracción V del artículo 179 de la Ley de Transparencias y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, mismo precepto que a continuación se transcribe:

“Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas: 
(…)
V. La entrega de información incompleta;”

Por otra parte, el Sujeto Obligado rindió en el momento procesal oportuno su Informe Justificado, remitiendo dos archivos electrónicos que consisten en lo siguiente: 

· “Informe Justificado RR12985 25.pdf”: Escrito emitido por el Titular de la Unidad de Transparencia, a través del cual comunica a este Instituto medularmente que, de acuerdo a los motivos y razones de inconformidad mencionados en el recurso de revisión, advierte que la parte Recurrente busca ampliar su solicitud requiriendo una versión pública de diversa documentación, por lo que solicita que el recurso de revisión interpuesto, sea desechado, toda vez que se hace entrega de la información requerida y se cumple con lo manifestado en el recurso de revisión quedando así sin materia, de conformidad con el artículo 186, fracción I, II y 191, fracción VII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

· “circular.pdf”: Circular No.12/2014 emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder judicial del Estado de México, remitida en respuesta primigenia. 

Atento a ello, es importante señalar que el artículo 4, párrafo segundo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispone:

Artículo 4. (…)
 
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. 

Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.

De lo anterior, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

Por su parte, el artículo 12, de la Ley de la materia establece que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información que generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven, y sólo facilitarán las que se les requiera y obre en sus archivos, en el estado en el que se encuentre, sin la obligación de generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones; tal y como se señala a continuación: 

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

En síntesis, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en que conste la información pública, toda vez que, los Sujetos Obligados no tienen el deber de generar, poseer o administrar la información pública con el grado de detalle solicitado; esto es, que no tienen el deber de generar un documento ad hoc, para satisfacer el derecho de acceso a la información pública.

Como apoyo a lo anterior, es aplicable el Criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que dice: 


No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.


Asimismo, el artículo 24, de la Ley de la materia, dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el derecho de acceso a la información pública.

En esta misma tesitura, es de subrayar que el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un soporte documental en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, de conformidad con el artículo 3, fracción XI, de la Ley de la materia, el cual dispone lo siguiente: 

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;
(…)

Siendo aplicable el Criterio de interpretación en el orden administrativo número 02/11, emitido por Acuerdo del Pleno del Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México “Gaceta del Gobierno”, el diecinueve de octubre de dos mil once, cuyo rubro y texto dispone:


INFORMACIÓN PÚBLICA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 2°, FRACCIÓN V, XV, Y XVI, 3°, 4°, 11 Y 41. De conformidad con los artículos antes referidos, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.
En consecuencia el acceso a la información se refiere a que se cumplan cualquiera de los siguientes tres supuestos:

1) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea generada por los Sujetos Obligados;
2) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea administrada por los Sujetos Obligados, y
3) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados.


Señalado lo anterior, respecto al requerimiento identificado con el punto 1 de la solicitud de información, correspondiente a la entrega del documento en donde conste el Tribunal o Autoridad Jurisdiccional que, tras la extinción del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan, Estado de México, se encargó de conocer de los asuntos que se llevaban, es de recordar que el Sujeto Obligado comunico al particular que, todos los asuntos radicados en ese Juzgado, recayeron en el Juzgado Noveno Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tlalnepantla con residencia en Huixquilucan, México, remitiendo la Circular No.12/2014 del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder judicial del Estado de México en donde se advierte lo siguiente: 

[image: ]

De la imagen referida con anterioridad, podemos advertir que el Sujeto Obligado remitió el documento en donde consta la información concerniente al Tribunal o Autoridad Jurisdiccional que, tras la extinción del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan, Estado de México, se encargó de conocer de los asuntos que se llevaban, siendo este el Juzgado Noveno Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tlalnepantla con residencia en Huixquilucan; ante ello, podemos concluir que fue colmado por parte del Sujeto Obligado dicho requerimiento.

Por lo anterior, conviene subrayar que, este Órgano Garante conforme al artículo 36, que otorga la Ley de la Materia, no se encuentra facultado para pronunciarse acerca de la veracidad de la información remitida por los Sujetos Obligados.

En ese sentido, se tienen por colmada la pretensión del hoy Recurrente respecto del Tribunal o Autoridad Jurisdiccional que, tras la extinción del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan, Estado de México, se encargó de conocer de los asuntos que se llevaban, una vez que el Sujeto Obligado ha remitido los documentos en donde consta la información requerida por el Recurrente.

Contrario a lo antes señalado, respecto al requerimiento identificado con el punto 2 de la solicitud de información, relacionado con la entrega del documento en donde conste el registro y libros de los asuntos del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan vigente a la fecha de su extinción, se destaca que, si bien es cierto, del documento remitido por Sujeto Obligado se advierte que, tras la extinción del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan, el registro y libros de cuantía menor y de primera instancia se llevará por separado, por lo que se agregará al registro las letras CM  antes del número del expediente, también lo es que, con dicho señalamiento no se puede tener por atendido el requerimiento, ya que del análisis de la información remitida no se localizó el documento al que pretende tener acceso al particular.
En ese sentido, toda vez que el particular requiere en específico la información concerniente al registro y libros de los asuntos del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan vigente a la fecha de su extinción, resulta oportuno destacar que, el artículo 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de México, establece que el ejercicio de la función jurisdiccional corresponde a los órganos del Poder Judicial en los términos que establece la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y se deposita en:

El Tribunal Superior de Justicia, que funcionará en Pleno y en Salas;
a) Una Sala Constitucional; 
b) Salas Colegiadas y Unitarias;
c) Tribunales de Alzada;
d) Tribunales de enjuiciamiento, juzgados de primera instancia y juzgados de ejecución; Juzgados de cuantía menor y juzgados de control,
e) Tribunales laborales; y
f) Una Sala de Asuntos Indígenas.

Acotado lo anterior, resulta oportuno señalar el contenido del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México, que en su artículo 1.11 refiere a la existencia de Jueces De los Jueces de Cuantía Menor:

Atribuciones de los jueces de cuantía menor 
Artículo 1.11.- Los jueces de cuantía menor conocerán y resolverán en materia civil y mercantil, respecto de esta última siempre que no existieran, en el ámbito de su competencia, juzgados especializados, de:

 I. Los juicios cuyo monto no exceda de mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente, exceptuando los asuntos que son de la competencia de los jueces de primera instancia. 

II. Las diligencias preliminares de consignación, incluyendo pensiones alimenticias, cuando el valor del bien o la cantidad que se ofrezca no excedan de la cantidad señalada en la fracción anterior; 

III. La diligenciación de exhortos, cartas rogatorias, suplicatorias, requisitorias y despachos; 

IV. Los demás asuntos cuyo conocimiento les atribuyan las leyes..

Por cuanto refiere a la estructura de los jueces de cuantía menor en materia civil, se establece que deberán contar con un Secretario, al que se le confieren las atribuciones siguientes:

Atribuciones del Secretario 

Artículo 1.12.- Los Secretarios de los Juzgados y de las Salas tendrán a su cargo proyectar autos y decretos sobre las promociones. 

Libros a cargo del Secretario 

Artículo 1.13.- Los Secretarios del Poder Judicial, además de las obligaciones que les encomienda la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, tendrán la obligación de llevar los libros siguientes, autorizados por el Consejo de la Judicatura:

 I. De gobierno en el que anotarán la entrada de los expedientes en su orden cronológico, anotando los datos más importantes relativos al negocio de que se trate; 

II. De registro diario de promociones y fecha de acuerdos; 

III. De oficios y correspondencia diaria; 

IV. De exhortos; 

V. De amparos; 

VI. De entrega y recibo de expedientes al Archivo Judicial; 

VII. De turno para sentencia; 

VIII. Índice; 

IX. De registro de cédulas profesionales; 

X. De registro de valores;

 XI. Los demás que sean necesarios para el mejor desempeño de su función. De todos esos libros dará cuenta al Juez.


[bookmark: _Hlk227156281]De los preceptos en cita, se puede advertir que el Sujeto Obligado debe tener en sus archivos, los documentos a los que pretende acceder el particular, referente al registro y libros de los asuntos del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan vigentes a la fecha de su extinción, en donde debe constar la entrada de los expedientes en su orden cronológico y los datos más importantes relativos al negocio de que se trató.

En conclusión, no existe causal por la que el Sujeto Obligado pueda excusar o negar la información solicitada, ya que la naturaleza de dicha información y de acuerdo a los principios rectores de la administración pública, es pública y accesible a cualquier persona, por lo que el registro y libros de los asuntos del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan vigentes a la fecha de su extinción, el Poder Judicial tiene la obligación de hacer público su contenido a la mayor brevedad posible, de ser procedente en versión pública. 

Por lo señalado anteriormente, la respuesta del Sujeto Obligado no colma las pretensiones del hoy Recurrente, por lo que este Órgano Garante estima que las razones o motivos de inconformidad planteados en el recurso de revisión devienen fundados, por lo que es procedente modifica la respuesta proporcionada a la solicitud de información que es materia de esta resolución y ordenar la entrega de los documentos en donde conste el registro y libros de los asuntos del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan vigentes a la fecha de su extinción.

Es con base en las consideraciones de hecho y de derecho precisadas en líneas anteriores que, se tiene por acreditada la vulneración del derecho de acceso a la información de la parte Recurrente, por lo que, resulta procedente ordenar la entrega de información señalada, debiendo observar lo relativo a la tutela de los datos de carácter sensible y/o confidencial, en términos de las Leyes en la materia.

DE LA VERSIÓN PÚBLICA.
En la elaboración de la versión pública se deberá considera lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91 y 132 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
…
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
(…)

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
(…)

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Entorno a lo que aquí nos interesa, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:

Quincuagésimo sexto. La versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, será elaborada por los sujetos obligados, previo pago de los costos de reproducción, a través de sus áreas y deberá ser aprobada por su Comité de Transparencia.

Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:
 
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los servidores públicos en los documentos, y sus firmas autógrafas, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 

Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 

Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas no permitan la recuperación o visualización de la misma.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.

Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.

En ese tenor y de acuerdo con la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor de la Recurrente.

Así, en mérito de lo expuesto en líneas anteriores resultan  parcialmente fundadas las razones o motivos de inconformidad que arguye El Recurrente; por ello con fundamento en el artículo 186 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información 00968/PJUDICI/IP/2025, que ha sido materia del presente fallo. 

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y, 

S E   R E S U E L V E

PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por El Sujeto Obligado, a la solicitud de información número 00968/PJUDICI/IP/2025 por resultar fundados los motivos de inconformidad que arguye el Recurrente, en términos del Considerando QUINTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado haga entrega al Recurrente, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en términos del Considerando QUNTO de la presente resolución, en versión pública de ser procedente, del o los documentos en donde conste lo siguiente:
1. Registro y libros de los asuntos del Juzgado Civil de Cuantía Menor de Huixquilucan vigentes a la fecha de su extinción.
Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del recurrente.

TERCERO. Notifíquese al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, por medio del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. Notifíquese la presente resolución a la Recurrente mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) y hágase de su conocimiento que, en caso de considerar que la presente resolución le cause algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.


ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA DÉCIMA QUINTA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTIOCHO DE ABRIL DE DOS MIL VEINTISÉIS,  ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/EJDG
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ACUERDO
PRIMERO. Con efectos a partir del dia dieciséis de junio de dos mil catorce:

I. Se transforman el Juzgado Noveno y el Juzgado Décimo Civil ambos de Primera

¢ Instancia del Distrito Judicial de Tlalnepantla con residencia en Huixquilucan, en Juzgado
Décimo y Juzgado Décimo Primero Familiar del Distrito Judicial de Tlalnepantla con
residencia en Huixquilucan, México, respectivamente.

Por consiguiente, el Juzgado Décimo Segundo Civil de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Tlalnepantla, con residencia en Nicolas Romero, México, pasa a ser Juzgado

¢ Décimo Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tlalnepantla con
residencia en Nicolas Romero, México.

4 I Se transforma el Juzgado Civil de Cuantia Menor de Huixquilucan, en Juzgado
Noveno Civil de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tialnepantla con
residencia en Huixquilucan, México.

Se faculta a este Organo Jurisdiccional para conocer —ademas de la competencia que le
corresponde- de los asuntos competencia de un juzgado civil de cuantia menor.

1ll. Los referidos érganos jurisdiccionales conservaran su sede en Prolongacion Av.
Morelos S/N, Camino Huixquilucan San Ramén, Colonia San Antonio, Huixquilucan,
Meéxico. C.P. 52760.

SEGUNDO. Para facilitar la identificacion de los expedientes, el Juzgado Noveno Civil de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Tlalnepantla con residencia en Huixquilucan,
llevara por separado el registro y libros de los asuntos de cuantia menor y los de primera
instancia; para lo cual, se agregara al registro las letras CM, antes del numero de
expediente, cuando se trate de expedientes de cuantia menor.

Este Juzgado recibira directamente los asuntos iniciales que se le presenten
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